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Las impresiones que Guatemala transmite a quien
la conoce por primera vez son múltiples y variadas.
En apretada síntesis diríamos que la más llamativa
es la de su pluralidad étnica. Se trata de una socie-
dad multirracial en la que la mayoría de la población
es indígena (más del 60%). Este hecho resulta fun-
damental a la hora de comprender las esencias de
Guatemala, tanto en el plano sociológico como en el
jurídico.

A poco que se profundice en el alma guatemalte-
ca se comprueba que en realidad, la población indí-
gena y la latina constituyen dos sociedades distintas
poco interrelacionadas entre sí, ancladas cada una
de ellas en formas de vidas distintas que enlazan en
un caso con la cultura maya, y en otra con los valo-
res occidentales transmitidos por lo que allí se co-
noce bajo el nombre de "la colonia" (España). En
definitiva podría hablarse sin temor a equivocarse
de la existencia de dos países en uno. Esta dualidad
social se proyecta al ámbito del derecho.

En efecto, en Guatemala, como en México, Perú,
Bolivia, se plantea con toda intensidad uno de los
temas más apasionantes y complejos, con los que
el derecho moderno se enfrenta, como es el de la
vigencia o no del llamado derecho indígena.

En algunas constituciones iberoamericanas, se
admite expresamente la plena aplicación del dere-
cho indígena en igualdad de condiciones con el lla-
mado derecho oficial. Más aún, en Guatemala no
hace mucho tiempo se rechazó mediante referén-
dum la modificación de la Constitución tendente a
reconocer la vigencia del derecho indígena, no obs-
tante lo cual, hay quien sostiene su aplicabilidad en
razón a cuanto preceptúa el convenio de la OIT 123
que recordemos admite como fuente del derecho "al
derecho indígena". De aceptarse esta tesis, cada
día más en auge (piénsese en Chiapas) estaríamos
asistiendo a una verdadera revolución en el ámbito
de las fuentes del derecho.

Se trataría de reconocer, que junto al derecho es-
tatal conviven otros derechos, cuyos postulados
responden a vivencias y valores históricos distintos,
que manifiestan una forma concreta de entender la
sociedad y sus relaciones, fruto de la historia de
ciertas etnias que entroncan con sus antepasados.

Resultaría pues que en las sociedades
multirraciales o pluriétnicas, coexistirían en igualdad
de condiciones diversos ordenamientos jurídicos,
frutos del reconocimiento dentro del Estado de
poderes sociales con fuerza normativa.

Esto que decimos tiene repercusiones profundas,
pues se trataría de admitir lisa y llanamente la co-
existencia de formas distintas de regular la sociedad
en un mismo país.

Este es precisamente el problema planteado en
México, en donde el pueblo indígena exige el de-
recho a autorregularse, al margen del derecho
oficial.
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Por ser importante este tema, no es ésta la única
impresión a modo de flash, que un observador me-
dio obtiene o extrae de Guatemala. Además de su
belleza natural y cultural, entroncada en sus oríge-
nes mayas, es quizás o mejor dicho seguro, el clima
de violencia existente en el país lo que más llama la
atención; violencia que hunde sus raíces en casi
treinta y cinco años de guerra civil, con sus secue-
las de odios y crueldad máxima.

Así es raro no encontrar a alguien que no tenga
un familiar desaparecido o torturado.

Con ocasión de la misión de la Unión Europea a
Guatemala, de la que tuve el honor de formar parte,
conocí a una abogada que había sido violada a los
15 años, su madre había desaparecido y el padre
fusilado. Este no es un ejemplo aislado, sino uno
más de los muchos existentes en una población,
sobre todo la indígena, objeto de una represión in-
tensa y selectiva.

Herencia de esta violencia son los famosos Iin-
chamientos, que de vez en cuando ocurren en este
hermoso país, cuyas gentes son entrañables por su
cordialidad y ternura, y que constituyen una mani-
festación arcaica de lo que los juristas llamamos
"defensa privada".

La población harta de la ineficacia policial, de una
corrupción galopante, lleva a efecto el linchamiento.
Hora ya de un turista sospechoso de secuestrar ni-
ños (como el caso de dos japoneses linchados por
una población indígena). Hora ya un delincuente
sorprendido robando, o un marido que golpea sis-
temáticamente a su mujer, o a un juez por acordar
la libertad provisional de un presunto delincuente.

La violencia de la que hablamos se proyecta de
forma intensa y a veces cruel en el ámbito de la de-
lincuencia que asola al país gravemente.

La inseguridad ciudadana es palpable hasta el
punto que el ciudadano guatemalteco y quien no lo
es tiene miedo a salir sólo de sus casas por la tarde
y no digamos por la noche, pues es raro el día que
no se produce un asesinato, secuestro o acto de
violencia en plena calle.

La población se revela contra esta sensación de
impotencia contra el crimen, de ahí que en ocasio-
nes y de forma brutal reaccione contra la misma
violentamente.

La policía ante esta situación, acosada por la
prensa y la opinión pública reacciona practicando
detenciones masivas e indiscriminadas, incluso por
faltas, que producen un efecto indeseado; el haci-
namiento de las cárceles que se convierten así en
un factor criminógeno de primera magnitud.

El hacinamiento de las cárceles constituye una
realidad en Guatemala; una realidad añadiríamos
nosotros dramática. Este hacinamiento se debe
principalmente al uso indebido de la prisión pro-
visional que analizaremos brevemente a conti-
nuación.



LA PRISION PROVISIONAL EN GUATEMALA:
SU UTILlZACION ABUSIV A

1. Introducción

He comprobado en mis días de estancia en Gua-
temala, tras diversas entrevistas con todas los ope-
radores jurídicos, visita a los establecimientos peni-
tenciarios y consulta de abundante documentación,
que el principal problema del sistema de Adminis-
tración de Justicia penal en el país es el uso indebi-
do de la prisión preventiva. Diríamos más" la utiliza-
ción abusiva de la prisión provisional, y con ella: la
vulneración del Derecho al proceso debido", garan-
tizado por la Constitución de Guatemala, y el Códi-
go Procesal Penal (1994), sobre el que insistiremos
más adelante.

Resulta claro y ello ha de ponerse de relieve, que
la utilización abusiva de la prisión provisional condi-
ciona todo el sistema penal.

Ello es así, porque:
- Provoca el hacinamiento de las cárceles, como

he tenido ocasión de comprobar in situ.
En efecto, el problema de hacinamiento tiene su

origen fundamentalmente en el abuso de la prisión
preventiva. Más del 60% de las personas privadas
de libertad se encuentran en dicha situación.

Este número ha aumentado desde la reforma del
Código Procesal Penal, por mor de la cual, la prisión
preventiva es obligatoria para los delitos de hurto
agravado, robo, robo agravado, homicidio, asesinato
y, los delitos contenidos en la llamada "los de nar-
coactividad" (art. 264).

- Impide una política penitenciaria rehabilitadora
de los presos condenados.

El excesivo número de presos preventivos impide,
junto a otras causas, que abordaremos más adelan-
te, una política tendente a la rehabilitación de los
condenados.

Así, la realidad penitenciaria guatemalteca revela
que el factor seguridad, prima sobre cualquier otro. Es-
ta situación se debe en parte al número de presos pre-
ventivos existentes que colapsa los centros penitencia-
rios e impide a los demás penados gozar no sólo de
más espacio físico, lo que ya es importante, en su es-
tado, sino de mayor libertad en todos los órdenes (sin
perjuicio todo ello de la inexistencia propiamente dicha
de un verdadero sistema penitenciario).

Ahora bien esta circunstancia por si sola no justi-
fica la situación jurídica y fáctica de los condenados,
privados de elementales derechos, tales como: el
derecho a la visita conyugal, permisos, etc. El pro-
blema fundamental del sistema penitenciario gua-
temalteco, es la inexistencia de una Ley penitencia-
ria, que defina los derechos y deberes de los
reclusos y, por elevación, consagre "el derecho a la
rehabilitación del penado", basado en el principio de
"individualización penitenciaria" tal y como se conci-
be en la mayoría de los países.

Es significativo a este respecto, la entrevista man-
tenida con uno de los jueces de Ejecución, que nos
dijo literalmente: "la falta de una ley penitenciaria
nos impide realizar cualquier política penitenciaria

de carácter 'individualizador' y motivadora". Nos re-
lató que, "ocurrido un accidente de tráfico en que se
vieron envueltos varios reclusos de una cárcel del
país, que se trasladaban a la capital para jugar un
partido de fútbol, dichos reclusos atendieron antes
que a ellos, a los funcionarios de prisiones que los
acompañaban" .

Pues bien, el juez de Ejecución, acordó, en aten-
ción a tales circunstancias, una reducción de la pe-
na en su día impuesta a dichos reclusos.

La Corte Suprema, empero revocó tal beneficio al
considerar que éste carecía de cobertura legal.

Esta falta de normatividad penitenciaria, impide
por el momento cualquier solución de corte indivi-
dualizador.

La situación del preso preventivo resulta aún más
gravosa, no solo por la falta de la Ley penitenciaria
expuesta, sino por la imposibilidad legal dado su
status de aplicarles cualquier clase de tratamiento.

El preso preventivo en principio conserva todos
sus derechos, menos el de la libertad, y los demás
inherentes a su permanencia en un centro peniten-
ciario. ¿pero cuál es su situación real? Dramática.

Un ejemplo ilustrará la anterior afirmación: "En una
de las visitas a un Centro de detención policial, se
comprobó como en una habitación de no más de 40
metros, se hallaban detenidos más de 80 personas,
cuyo único derecho consistía en salir a un patio alre-
dedor de media hora. Según averiguaciones posterio-
res resulta que en ocasiones anteriores, el número
de presos preventivos fue superior a 120".

Pero con ser grave la detención en sí, en tales
circunstancias, mas no lo es. Los motivos de algu-
na de tales privaciones de libertad, la mayoría fal-
tas, tales como embriaguez, riñas leves, etc.

Sobre la detención por faltas nos detendremos con
mayor detalle, por constituir uno de los problemas más
graves que aquejan al sistema penal en su conjunto.

- Contribuye a la impunidad de la delincuencia
organizada y de los delitos más graves.

La improvisación y el uso de las medidas más fá-
ciles para combatir la delincuencia lleva a la policía
a realizar detenciones, algunas de ellas irregulares
o innecesarias, que además de violar la normativa
vigente, ocasiona, y ello conviene subrayarlo, que
los centros penitenciarios y policiales, se saturen al
margen de sobrecargar de trabajo a los Juzgados, y
con ellos, al sistema judicial en su conjunto, provo-
cando así retraso en los Procedimientos y lo que es
más significativo a los efectos aquí examinados, la
prolongación del período de la prisión preventiva.

- El congestionamiento del sistema de Adminis-
tración de Justicia y con ello la ralentización de los
procesos penales, y la prolongación del período de
la prisión provisional.

2. Causas

Expuestas las consecuencias de la utilización
abusiva de la prisión procede analizar sus causa a
fin de realizar las propuestas y recomendaciones
oportunas.

Son varias:
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a) Imposibilidad de aplicar la libertad
provisional a ciertos delitos

El 1 de julio de 1994 entró en vigor en Guatemala
el Código Procesal Penal.

Dicho Código, además de introducir el principio
acusatorio formal, y con él, los principios que le son
inherentes como el de contradicción y defensa,
igualdad de armas, vista oral e investigación crimi-
nal a cargo del Ministerio Público, concibe a la pri-
sión provisional de acuerdo con los postulados al
uso, como una medida excepcional, cuyo único fin
es asegurar la comparecencia del presunto autor
delictual, así como evitar la ocultación de pruebas,
nunca, como una "pena anticipada" (art. 259).

Pues bien, algunos sectores sociales, políticos y
también porqué no decirlo, judiciales, en razón a la
inseguridad y violencia que vive el país, y a sus
propias concepciones ideológicas y jurídicas, reac-
cionaron contra ésta forma legal de conceptuar la
prisión provisional, al considerar, que con ella se fa-
vorecía la impunidad.

Este estado de opinión dio lugar a una serie de
reformas, la principal, la de 32-96, por virtud de la
cual, se excluyo de la libertad provisional a una se-
rie de delitos, entre ellos, el robo agravado.

Esta restricción constituye actualmente uno de los
factores determinantes del aumento de los presos
preventivos.

Así, desde 1996, la prisión provisional aumentó en
un 49,8, sin que por ello descendiera la criminalidad.

Antes bien, salvo paréntesis, coyunturales, ha
aumentado.

Destaca como dato a tener en cuenta, por las ra-
zones expuestas, que de las personas detenidas
por delitos de narcotráfico, casi más del 3%, lo es
por consumo de drogas, cuando dicha conducta, de
claro carácter formal, no es considerada como delito
en algunos países, y si como mera infracción admi-
nistrativa.

Al margen de la polémica sobre si el consumo de
drogas debe o no estar penalizado, lo que resulta
claro que con carácter general no debe justificar la
adopción de una medida excepcional, como es la
prisión provisional, y menos aún, la imposibilidad
legal de su aplicación por imperativo legal, en razón
a la falta de lesividad social de tal comportamiento,
pues el bien jurídico lesionado es de carácter indivi-
dual (la salud) y no colectivo.

Señala la doctrina Guatemalteca, la incoherencia
del artículo 264 que permite la aplicación de la pri-
sión provisional a delitos como la ejecución extraju-
dicial y el genocidio, y la impide en los casos de se-
cuestros, tratándose de delitos de igual gravedad e
identidad de bienes jurídicos.

b) Automatismo en orden a la ampliación de los
plazos máximos de duración de la prisión
preventiva

Cualquier medida cautelar, restrictiva de la liber-
tad, y la prisión provisional lo es, está sujeta a una
serie de limitaciones, sustantivas en algunos casos,
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procesales en otras. Entre éstas destaca la limita-
ción temporal de la prisión provisional (art. 261 del
Código Procesal Penal).

En la práctica ocurre empero que dicha prolonga-
ción es decretada automáticamente; ello se hace en
base a la autorización que la Ley Procesal prevé. Sin
embargo dicha ampliación suele ser automática a pe-
tición del propio juez, no del Ministerio Público, por
regla general, lo que constituye sin ningún género de
dudas una clara distorsión del sistema acusatorio en
el que, el Ministerio Público es el que acusa, median-
te la formulación de los oportunos cargos, sustenta-
dos en elementos probatorios objetivos, mientras que
al juez de garantía Uuez de Instancia) corresponde
autorizar o adoptar según los casos, las medidas y
dictarlas, pero nunca solicitar, de oficio, la prórroga de
la prisión, salvo que se desnaturalice su función, ope-
rando como un juez inquisidor. Esta forma de operar,
según las fuentes consultadas, es la práctica normal
lo que evidencia que algunos jueces sigan inspirán-
dose en el sistema anterior, inquisitivo y escrito. Este
hecho justifica, junto con los otros factores analiza-
dos, y los que posteriormente desarrollaremos, el
número de presos preventivos existentes, a todas lu-
ces desproporcionado.

Según se pudo observar la ampliación se solicita
por varias causas, entre ella, el incumplimiento de
los plazos para resolver.

Por ello, deberá corregirse esta práctica, negativa
para la efectividad del Derecho al debido proceso.

Además, sería conveniente, que las prórrogas
fueran precedidas por un análisis de cada caso
concreto, de forma individual izada y sobre todo fun-
damentalmente, fijando en su caso, plazos perento-
rios de ampliación.

c) Falta de aplicación de medidas sustitutivas

La Ley Procesal vigente prevé en sustitución de la
prisión provisional, una serie de medidas alternati-
vas, en concreto:

a) La suspensión de la condena.
b) El sobreseimiento del proceso.
c) La fianza.
d) El arresto sustitutorio.
e) La mediación.
Pues bien, un análisis exhaustivo de la situación

revela que:
a) El criterio de oportunidad es poco utilizado. Se-

gún las estadísticas consultadas, dicha utilización
no pasa del 15%.

b) Mucho más grave es la aptitud respecto a la
suspensión de la condena. Dicha medida es excep-
cionalmente puesta en práctica. Comentario aparte
haremos de esta alternativa respecto a las faltas.

Respecto al arresto domiciliario, tampoco es utili-
zado al igual que las demás medidas sustitutivas.

Las causas son múltiples. Entre ellas merecen
destacarse:

- Una cultura funcionarial de signo autoritario por
parte de los operadores jurídicos.

- Un estado de opinión proclive a la prisión y a
su concepción como "pena anticipada".



- Una cierta burocratización a la hora de acordar
la prisión, sobre la que insistiremos más adelante.

Resultado de todo ello es:
- Un uso innecesario de la prisión provisional.
- La conceptuación de la prisión provisional co-

mo un anticipo de la pena.
- La presentación de la prisión provisional como

signo efectivo del funcionamiento de la Justicia. En
definitiva un uso simbólico de la prisión, más allá de
su función constitucional, que sirve engañosamente
para satisfacer y tranquilizar a una opinión pública
fuertemente sensibilizada contra la violencia e inse-
guridad que sufre.

d) Presión social

Una de las causas que explicarían el abuso de la
prisión provisional es la que puede definirse como
presión social. En efecto, he constatado mediante
entrevistas con jueces , autoridades, sociedad civil,
lectura de periódicos nacionales, documentación
diversa, que en Guatemala la ciudadanía, o por lo
menos un importante sector de la misma se mues-
tra a favor no sólo de la prisión provisional, sino de
cualquier forma de represión contra la delincuencia,
a la vista del grado de violencia e impunidad consta-
tada. Hasta el punto de que en las fechas de mi es-
tancia en Guatemala, se produjo un hecho lamenta-
ble, del que se hizo eco la prensa mundial, el
linchamiento de un juez en el interior del país por
decretar una medida alternativa a la prisión respec-
to a un supuestos delincuente.

Este hecho lógicamente despertó mi interés inda-
gando en diversas fuentes las causas de este la-
mentable suceso, que no constituye un hecho aisla-
do, sino la expresión de un descontento o
desencanto de la población en general sobre la vio-
lencia delictual que sufre el país, en ocasiones ex-
presada en términos de "Justicia privada", como re-
acción a la violencia cruel de algunos delincuentes,
que no se conforman con delinquir, sino que acom-
pañan puntualmente sus acciones delictivas con
una violencia próxima al ensañamiento, conforma-
dora de una violencia no necesaria para sus fines.

Además de otras razones sociológicas que hun-
den sus raíces en el conflicto armado que asoló a
este país durante más de 35 años, con sus secue-
las de odio y violencia acumulada, no obstante, los
esfuerzos hechos por toda la sociedad durante es-
tos últimos años, con resultados positivos, en la
mayoría de los casos, lo que demuestra la madurez
del pueblo guatemalteco, y en la problemática de la
coexistencia de dos Ordenamientos Jurídicos, ple-
namente identificables, sujeto a principios y a valo-
res en parte distintos, que conforman dos formas
diversas de concebir la Justicia: la oficial y la indí-
gena, sobre todo en el ámbito de las medidas alter-
nativas, que analizaremos en capítulo aparte. Las
causas de este estado de opinión se deben al can-
sancio de la población, frente a lo que se considera
uno de las mayores lacras del país, la delincuencia
y la inseguridad que genera ésta.

Ante esta presión, exteriorizada a través de los

medios de comunicación orales y escritos, el juez
decreta sin más la prisión, como primera medida de
evitar otros males:

a) Linchamiento.
b) Miedo a perder el trabajo.
c) Sufrir sanciones.
d) Someterse a un juicio crítico en la prensa.
Esta realidad nos la reconocieron no sólo los Jue-

ces, sino personalidades del mundo jurídico que
gozan del mayor predicamento en Guatemala. Uno
de ellos, cuyo nombre omitimos por razones obvias,
nos dijo, a la pregunta de por qué los jueces detení-
an por faltas, que "aún reconociendo la ilegalidad de
tal medida, en ocasiones tal medida temporal, po-
dría evitar males mayores, incluso al propio deteni-
do".

En parecidos términos se expresó un cualificado
representante del Ministerio Público, quien dijo que
"la detención por faltas estaría coyunturalmente jus-
tificada, pues estos hechos, aunque en sí mismos
son de escasa importancia, provocan un alto índice
de inseguridad ciudadana, demandado en su opi-
nión, una respuesta rápida en forma de detención".

Si traemos a colación estas entrevistas y comen-
tarios es para poner de manifiesto el estado de opi-
nión observado en amplias capas sociales de Gua-
temala y con ello la difícil situación en que los
jueces se encuentran a la hora de aplicar las nor-
mas sobre la prisión provisional.

e) Barrera lingiiista y cultural durante el proceso

Una gran parte de la población autóctona no
habla el idioma oficial del Estado, sino uno de los 22
dialectos indígenas.

Este hecho, condiciona la suerte:
a) De la prisión provisional.
b) Del proceso en general, dado, el desconoci-

miento del Derecho sustantivo y de sus derechos y
obligaciones por parte de los indígenas. Por ello, to-
da la fase preliminar del proceso se desarrolla sin la
presencia de los intérpretes, de manera que la co-
municación entre los acusados y los defensores de-
pende de la improvisación y de la buena voluntad
de estos últimos.

La misma importancia tiene la diferencia cultural
entre las personas sujetas al proceso.

En efecto, la falta de conocimiento por parte de
los representantes del Ministerio Público y de los
jueces de la cultura social, de la religión y las tradi-
ciones de los imputados no permite valorar los
hechos en su justa dimensión, dando lugar con ello,
a la adopción de medidas --como el caso de la pri-
sión provisional- absolutamente desproporcionada
en atención a las circunstancias personales del
sindicado.

Es cierto, que el ius puniendi pertenece al Estado,
pero en materia de error, circunstancias atenuantes
y sobre todo, actuación conforme a la compresión
cultural de un hecho, es claro, que el juez no puede
comprender, sino se le suministra esta máxima de
experiencia, de la que carecen.

En su consecuencia, el juez a la hora de decretar
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la prisión provisional, deberá tener en cuenta esta
realidad.

Esta afirmación nos conduce directamente a
examinar, aunque sea tangencialmente, una de las
cuestiones que mayores problemas plantea a la
hora de aplicar las Leyes Penales, a saber, la co-
existencia de dos sistemas jurídicos independien-
tes:

a) El oficial.
b) El indígena.
Conforme a lo expuesto, todos los sectores con-

sultados coinciden en afirmar que la coexistencia en
Guatemala de dos sistemas jurídicos, independien-
tes, condicionan cualquier respuesta:

a) a la problemática de la prisión provisional;
b) al Proceso penal, en general.
Una serie de datos ilustrará cuanto decimos.
Guatemala constituye un país multicultural y multi-

rracial. Junto con la población "latina", formada por
mestizos y europeos, conviven "los indígenas" des-
cendientes directo de los mayas, divididos a su vez
en varios grupos, que forman la familia maya-
quiché.

Con tales premisas es obvio, que la solución al
problema de la utilización abusiva de la prisión pro-
visional, tratándose de indígenas, no puede pres-
cindir de esta realidad, materializada en la existen-
cia de un Derecho propio, que no está escrito, pero
que conforma un verdadero y completo sistema de
Justicia, formado por mezcla de tradiciones mayas,
instituciones coloniales, adoptadas a las caracterís-
ticas nacionales (Cofradías), e injertos jurídicos, de
plural procedencia.

Para comprender este Derecho, es necesario
adelantar en breve y apretada síntesis, alguno de
sus principios informantes. En suma su hilo conduc-
tor a sus raíces.

El Derecho indígena, se conecta directamente
con lo espiritual, que le da vida, y le sirve de fun-
damento último. En este sentido la cosmogonía ma-
ya desarrolla un papel del cual no se puede pres-
cindir si se quiere profundizar en su conocimiento.

Todo el sistema obedece a una idea central clave
en todo el sistema: mantener el equilibrio entre el
hombre maya y la naturaleza y la comunidad en que
se inserta.

El objetivo a salvaguardar es asegurar la armonía
entre los miembros de la comunidad. Este hecho
explicaría la tendencia a buscar fórmulas de media-
ción y compromiso a toda suerte de conflictos, in-
cluso los penales.

En esta misma línea hay que situar la celebración
del juicio. Estos están sujetos a modos y tiempos
estrechamente vinculados a restablecer la armonía.
Es necesario que todas las partes, incluido el juez,
estén en la justa dimensión espiritual y por tanto se
deberá esperar hasta que esto ocurra.
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Sin entrar aquí y ahora en toda la problemática
que la cuestión encierra, dada su vertiente, no sólo
jurídica, sino política, si que queremos hacer una
reflexión a modo de recomendación: el Derecho in-
dígena proporciona fórmulas alternativas a la pri-
sión, a través de la mediación, que puedan evitar
esta última en determinadas circunstancias.

Se trataría pues, en este campo, de encontrar ví-
as de coordinación entre el Derecho indígena y el
Estatal sobre la base normativa que proporciona la
Ley Procesal máximo si, en las regiones más aisla-
das del país, se tiene la conciencia de que no están
sometidos al Derecho oficial, lo que explicaría en
parte el fenómeno de los linchamientos. Una de las
explicaciones a este hecho habría que encontrarla,
aparte de la supuesta ineficacia de otros poderes,
en la firme convicción por parte del pueblo indígena
de su poder para poder juzgar y castigar. Por ello,
una vía para solventar éste y otros problemas rela-
cionados con la Administración de Justicia, es la de
establecer pautas de coordinación entre el Derecho
indígena y el Derecho Estatal, que pasarían entre
otros cosas, por:

a) despenalizar ciertas prácticas culturales y jurí-
dicas indígenas;

b) el ejercicio de la justicia indígena en sí mismo.
En este sentido se observa un tímido avance en

orden a reconocer la legitimidad jurisdiccional de las
autoridades indígenas, mediante la creación de los
Juzgados de Paz Comunitarios y por autoridades
voluntarias ante los alcaldes.

Con todo lo más significativo del sistema penal
guatemanteco es la prisión por falta y la condena
por este mismo motivo.

Las cárceles en Guatemala están llenas de per-
sonas cuyo único delito ha sido emborracharse, pe-
dir por la calle, o pequeños hurtos o lesiones. En
suma lo que en España se conoce con el nombre
de faltas.

Estas circunstancias contribuyen no sólo a que las
cárceles se llenen, sino a que delicuentes jóvenes
autores de delitos de bagatela, ingresen por corto
espacio de tiempo en los establecimientos peniten-
ciarios. Si a ello unimos en que en dichos centros no
existe política alguna de rehabilitación el resultado es
claro: quienes ingresan por primera vez regresan a
las cárceles, pero ahora por delitos mayores.

Urge por tanto, reconsiderar toda la política peni-
tenciaria del país lo que exigirá toda la ayuda que
en éste y en otros campos pueda prestarse por Eu-
ropa. El país, sus gentes, sus ansias de justicia y
desarrollo, para dejar atrás una pobreza fruto de
unas injusticias sociales patentes, se hacen
acreedores a ellos.

Esperemos que estas ilusiones se queden una
vez más en algo que pudo ser, que debió de ser,
pero que no llegó.




